
LEY 1675 DE 2013
LEY 1675 DE 2013

 
LEY 1675 DE 2013

(julio 30 de 2013)

por medio de la cual se reglamentan los artículos 63, 70 y 72 de laConstitución Política de Colombia en

lo relativo al Patrimonio Cultural Sumergido

 
 

El Congreso de Colombia

 
 

DECRETA:

Capítulo I

Definiciones

Artículo 1°. Objeto de la ley. *EXEQUIBLE* La presente ley tiene por objeto establecer las condiciones

para proteger, visibilizar y recuperar el Patrimonio Cultural Sumergido, establecido en el artículo 2° de la

presente ley, así como ejercer soberanía y generar conocimiento científico sobre el mismo.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados por la Corte Constitucional, mediante Sentencia

C-553-14, Junio 23 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 

Artículo 2°. Del Patrimonio Cultural Sumergido. El Patrimonio Cultural Sumergido, de conformidad con

lo previsto en los artículos 63 y 72 de la Constitución Política, hace parte del patrimonio arqueológico y

es propiedad de la Nación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley 397 de 1997, el

Patrimonio Cultural Sumergido está integrado por todos aquellos bienes producto de la actividad humana,
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que sean representativos de la cultura que se encuentran permanentemente sumergidos en aguas internas,

fluviales y lacustres, en el mar territorial, en la zona contigua, la zona económica exclusiva y la plataforma

continental e insular, y otras áreas delimitadas por líneas de base. Hacen parte de este patrimonio los

restos orgánicos e inorgánicos, los asentamientos, cementerios y toda evidencia física de grupos humanos

desaparecidos, estos humanos, las especies náufragas constituidas por las naves o artefactos navales y su

dotación, sus restos o partes, dotaciones o elementos yacentes dentro de estas, cualquiera que sea su

naturaleza o estado, y cualquiera sea la causa de la inmersión, hundimiento, naufragio o echazón.

En  consonancia  con  lo  anterior,  los  bienes  declarados  como  pertenecientes  al  Patrimonio  Cultural

Sumergido estarán sujetos al régimen establecido en la Constitución Política, al Régimen Especial de

Protección y a las disposiciones particulares fijadas en la Ley 397 de 1997,  modificada por la Ley 1185

de 2008,  y en la normatividad vigente para el patrimonio arqueológico, así como a las disposiciones

especiales establecidas en la presente ley.

Parágrafo. *EXEQUIBLE* No se consideran Patrimonio Cultural Sumergido los bienes hallados que sean

producto  de  hundimientos,  naufragios  o  echazones  que no  hayan cumplido  100 años  a  partir  de  la

ocurrencia del hecho, los cuales se regulan por las normas del Código de Comercio y los artículos 710 y

concordantes  delCódigo  Civil  en  cuanto  a  su  salvamento,  y  por  las  demás  normas  nacionales  e

internacionales aplicables. Tampoco se consideran aquellos bienes hallados en hundimientos, naufragios o

echazones que hayan cumplido más de 100 años a partir de su ocurrencia, y que no reúnan las condiciones

para ser considerados pertenecientes al Patrimonio Cultural Sumergido.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Parágrafo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados por la Corte Constitucional, mediante

Sentencia C-553-14, Junio 23 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 

Artículo 3°. Criterios aplicables al Patrimonio Cultural Sumergido. Para efectos de la presente ley,

se aplicarán los siguientes criterios:

 
Representatividad: Cualidad de un bien o conjunto de bienes,  por  la  que resultan significativos para el

conocimiento y valoración de particulares trayectorias y prácticas socioculturales que hacen parte del

proceso de conformación de la nacionalidad colombiana, en su contexto mundial.



Singularidad: Cualidad de un bien o conjunto de bienes, que los hace únicos o escasos en relación con los

demás bienes conocidos, relacionados con las particulares trayectorias y prácticas socioculturales, de las

cuales dichos bienes son representativos.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional se declara INHIBIDA  emitir pronunciamiento de fondo respecto del criterio de

singularidad de el inciso 2°,  por ausencia de cargo de inconstitucionalidad, mediante Sentencia

C-572-14, Julio 30 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Repetición: Cualidad de un bien o conjunto de bienes muebles por la cual resultan similares, dadas sus

características, su condición seriada y por tener valor de cambio o fiscal, tales como monedas, lingotes de

oro y plata o piedras preciosas en bruto.

 
*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional declara ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-264-14 mediante

Sentencia C-572-14, Julio 30 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

La Corte Constitucional declara ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-264-14 mediante

Sentencia C-553-14, Junio 23 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

Inciso declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-264-14 de 29 de abril de

2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Estado de conservación: Grado de integridad de las condiciones físicas de los materiales, formas y

contenidos originales que caracterizan a un bien o conjunto de bienes muebles e inmuebles, incluidos los

contextos espaciales en los que se encuentran.

Importancia  científica  y  cultural:  Potencial  que  ofrece  un  bien,  o  conjunto  de  bienes  muebles  o

inmuebles,  de  aportar  al  mejor  conocimiento  histórico,  científico  y  cultural  de  particulares  trayectorias  y

prácticas socioculturales que hacen parte del proceso de conformación de la nacionalidad colombiana, en

su contexto mundial.  De acuerdo con los anteriores criterios y lo establecido en el  artículo 2° no se

considerarán Patrimonio Cultural Sumergido:



1. *INEXEQUIBLE*

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Numeral declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-264-14 según

Comunicado de Prensa de 29 de abril de 2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 
*Texto original de la Ley 1675 de 2013*

 
1. Las cargas comerciales constituidas por materiales en su estado bruto, cualquiera sea su origen, tales

como perlas, corales, piedras preciosas y semipreciosas, arenas y maderas.

 
2. *INEXEQUIBLE*

 
*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional declara ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-264-14 mediante

Sentencia C-572-14, Julio 30 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Numeral declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-264-14 según

Comunicado de Prensa de 29 de abril de 2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 
*Texto original de la Ley 1675 de 2013*

 
2. Los bienes muebles seriados que hubiesen tenido valor de cambio o fiscal tales como monedas y

lingotes.

 

3. Las cargas industriales

 
 

Capítulo II

Actividades sobre el Patrimonio Cultural Sumergido



Artículo  4°.  Actividades  sobre  el  Patrimonio  Cultural  Sumergido.  Se  autorizan  las  siguientes

actividades, bajo estas definiciones y con estas consideraciones:

1. Exploración. Toda acción científica, debidamente autorizada, que se desarrolle para buscar y localizar

bienes del Patrimonio Cultural Sumergido, cualquiera sea el método que se utilice para ello, bien con buzos,

naves (sumergibles o no) o cualquier otro sistema o recurso tecnológico especializado, siempre y cuando no

se  realice  sobre  dichos  bienes  intervención,  alteración  o  modificación  de  sus  condiciones  físicas  ni  del

contexto en que se hallen. La entidad o persona autorizada en los términos previstos en esta ley deberá

informar al ICANH, al Ministerio de Cultura y a la Dirección General Marítima sobre el resultado de la

exploración, y en especial sobre la localización precisa y georreferenciada y sobre las características de los

hallazgos. En todos los casos en los cuales se realicen acciones de exploración, la Armada Nacional deberá

adelantar labores de vigilancia.

2. Intervención. Además de lo señalado en el régimen general del patrimonio arqueológico y para bienes

de interés cultural, se considera intervención toda acción científica, debidamente autorizada, encaminada a

su conocimiento y conservación, que se realice sobre el Patrimonio Cultural Sumergido, que tenga como

finalidad el  cambio  en la  ubicación de los  bienes  que lo  constituyen,  su  remoción,  extracción o  cualquier

otra modificación de las condiciones físicas o del contexto donde se hallen.

3. Aprovechamiento económico. Actividades debidamente autorizadas a través de las cuales los bienes

del Patrimonio Cultural Sumergido generan ingresos económicos mediante la exhibición, o divulgación al

público, sea in situ o en infraestructuras culturales como museos, o cualquier clase de establecimiento

cultural. La información recuperada durante las etapas de exploración e intervención, incluidos el registro

en  cualquier  medio  y  soporte,  entre  ellos  la  fotografía  y  demás  semejantes,  podrán  ser  parte  del

aprovechamiento económico de quien realice estas actividades.

La  información  producida  y  el  conocimiento  generado  durante  cualquiera  de  estas  actividades  será

propiedad de la Nación. Para las actividades de aprovechamiento económico se hará inclusión social y

económica de las comunidades aledañas a la zona, particularmente en proyectos de carácter cultural y

turístico.

4. Preservación. Cualquier actividad relacionada con el Patrimonio Cultural Sumergido, debe preservar el

contexto  arqueológico,  garantizar  la  planimetría  del  yacimiento  y  disponer  de  un  plan  de  manejo

arqueológico que permita el máximo aprovechamiento de la información arqueológica, así como su difusión

y socialización.

 



Artículo 5°. Conservación y curaduría. El Estado, por intermedio del Ministerio de Cultura, el Instituto

Colombiano de Antropología  e  Historia  (Icanh)  y  la  Dirección General  Marítima (Dimar),  adoptará  las

medidas técnicas necesarias para la preservación de todos los bienes hallados, recuperados o extraídos

durante cualquiera de las fases descritas en el artículo 4° de la presente ley. Se podrá autorizar la tenencia

de dichos bienes a personas naturales o jurídicas que garanticen la curaduría de los bienes patrimoniales y

desarrollen la difusión pública de dicho patrimonio.

 

Artículo 6°. Métodos utilizables sobre el Patrimonio Cultural Sumergido. Los métodos utilizados

para  la  exploración,  recuperación o  explotación del  Patrimonio  Cultural  Sumergido deben priorizar  la

conservación y garantizar  el  menor deterioro posible  para lo  cual  deberán valerse de las  técnicas y

procedimientos arqueológicos internacionalmente reconocidos y aceptados. Todo proceso de intervención

deberá recuperar la mayor cantidad de información contenida en el contexto arqueológico.

 

Artículo 7°. Hallazgo fortuito de bienes pertenecientes al patrimonio cultural sumergido. Quien

de manera fortuita encuentre bienes que forman parte del Patrimonio Cultural Sumergido, en el curso de

las veinticuatro (24) horas siguientes del regreso a tierra deberá dar aviso inmediato a la autoridad civil o

marítima  más  cercana,  y  estas  a  su  vez  deberán  dar  aviso  inmediato  al  Instituto  Colombiano  de

Antropología e Historia (Icanh). Los hallazgos de bienes pertenecientes al Patrimonio Cultural Sumergido

que  se  realicen  en  el  curso  de  las  actividades  descritas  en  este  artículo,  o  en  cualquiera  otra  no

contemplada en esta ley,  se informarán adoptará las medidas previstas en esta ley con el  concurso

inmediato, si fuera necesario de la Fuerza Pública y demás autoridades.

 

Artículo  8°.  Declaratoria  de  áreas  arqueológicas  protegidas  en  los  territorios  marinos.  El

Ministerio de Cultura, previo concepto favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, podrá declarar

áreas arqueológicas protegidas en las zonas marinas a las que se refiere el artículo 2° de la presente ley,

con las facultades y obligaciones que de ello se derivan en materia de planes de manejo arqueológico, de

acuerdo con lo dispuesto en el numeral 1.4 del artículo 11 de laLey 397 de 1997, modificado por la Ley

1185 de 2008. Para las correspondientes sesiones del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, donde se

trate esta temática, se invitará a la Dirección General Marítima (Dimar), que para este aspecto tendrá voz y

voto.

El Ministerio de Cultura, por intermedio de la Dirección de patrimonio, y conjuntamente con el Instituto

Colombiano de Antropología e Historia (Icanh), deberán coordinar con la Dirección General Marítima (Dimar)

la elaboración de los planes de manejo arqueológico referidos a áreas arqueológicas protegidas en las áreas



marinas, para cubrir aquellos asuntos que son de competencia de la Dimar, de acuerdo con la ley y los

reglamentos.

 
Los proyectos que afecten el suelo o subsuelo de las áreas marinas descritas en el artículo 2°  de la

presente ley, cuando impliquen el otorgamiento de licencia o autorización por otras autoridades públicas,

se sujetarán a las disposiciones generales en materia de planes de manejo arqueológico y programas de

arqueología preventiva, al tenor de lo consignado en el numeral 1.4 del artículo 11 de laLey 397 de 1997,

modificado por la Ley 1185 de 2008, previa aprobación del Ministerio de Cultura.

 

Artículo 9°. Evaluación del impacto ambiental y autorización de la autoridad ambiental. Cuando

se pretenda adelantar cualquiera de las actividades descritas en el artículo 4° de esta ley, deberá contarse

con el respectivo estudio de impacto ambiental, plan de manejo ambiental y la autorización de la respectiva

autoridad ambiental.

Capítulo III

Autorizaciones y régimen de contratación

Artículo 10. Autorizaciones y contratos relacionados con el Patrimonio Cultural Sumergido. Las

autorizaciones para realizar actividades sobre el Patrimonio Cultural Sumergido, sea que impliquen o no

expectativas económicas para quien las lleva a cabo, las otorgará el Ministerio de Cultura. Los contratos

relacionados con el Patrimonio Cultural Sumergido los celebrará el Ministerio de Cultura, en nombre de la

Nación, mediante el procedimiento de licitación pública previsto en la Ley 80 de 1993 o las normas que la

sustituyan o modifiquen, cumpliendo adicionalmente los requisitos jurídicos, técnicos o de otra naturaleza

establecidos en la presente ley y los que se establezcan en el reglamento que para tal efecto expida el

Gobierno Nacional.

 
El  Instituto  Colombiano  de  Antropología  e  Historia1  (Icanh)  mediante  convenio  con  otras  entidades

gubernamentales  que  estén  en  capacidad  técnica  y  económica,  y  tengan  el  suficiente  conocimiento

histórico, podrá adelantar las actividades referidas al Patrimonio Cultural Sumergido de que trata el artículo

4° de esta ley; de tal manera que el Estado Colombiano tenga la primera opción para adelantar estas

actividades.

 

Artículo 11. Contratos de exploración, intervención y/o aprovechamiento económico. El Ministerio

de Cultura podrá contratar, mediante el procedimiento de licitación pública previsto en la Ley 80 de 1993,

o las normas que la sustituyan o la modifiquen, con entidades expertas, la realización de una o todas las

actividades previstas en el artículo 4° de esta ley.



 

Artículo 12. Cumplimiento de disposiciones. Las personas o entidades que pretendan celebrar con el

Ministerio de Cultura contratos relacionados con el Patrimonio Cultural Sumergido deberán cumplir las

disposiciones vigentes en relación con el desarrollo de actividades marítimas en aguas jurisdiccionales

colombianas.

 

Artículo  13.  Procedimientos contractuales.  El  régimen contractual  relacionado  con  el  Patrimonio

Cultural Sumergido, además de lo previsto en la Ley 80 de 1993,  o las normas que la sustituyan o

modifiquen, deberá observar procedimientos internacionalmente aceptados para acometer los trabajos de

alta especificidad técnica de que trata la presente ley.

 

Artículo 14. Administración de los bienes y materiales extraídos. El contratista deberá entregar al

Ministerio de Cultura la totalidad de los materiales que sean extraídos. El Ministerio de Cultura levantará el

respectivo  inventario  técnico,  realizará  la  clasificación  de  los  bienes  y  presentará  informe  al  Consejo

Nacional de Patrimonio Cultural, quien expedirá la resolución, de acuerdo con los criterios establecidos en el

artículo 3° de esta ley, de los hallazgos que constituyan o no Patrimonio Cultural de la Nación.

Para cada una de las actividades previstas en el artículo 4° de esta ley, el Ministerio de Cultura definirá las

instituciones  de  reconocida  trayectoria,  del  ámbito  nacional  o  internacional,  que  acompañarán  la

correspondiente actividad.

 

Artículo 15. Valor del contrato y remuneración del contratista. Para determinar la remuneración del

contratista en aquellos casos en que se haya contratado la actividad de la exploración separadamente de la

intervención, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1. Cuando se contrate la fase exploratoria, el contratista asumirá integralmente el riesgo de la actividad,

por lo cual en caso de no hacerse un hallazgo, no habrá lugar a compensación económica alguna.

2. *EXEQUIBLE* En los hallazgos que estén constituidos por bienes y materiales que no hagan parte del

Patrimonio Cultural de la Nación, definidos en el artículo 3° de la presente ley, se remunerará al contratista

hasta con el 50% del valor de los bienes que no constituyen Patrimonio Cultural de la Nación. En este caso

el  Ministerio de Cultura podrá optar  por pagar esta remuneración hasta con el  50% de las especies

rescatadas que no constituyan Patrimonio Cultural de la Nación o con su valor en dinero. En este último



caso, el valor de los bienes se establecerá mediante un sistema de peritaje internacional aceptado de

común acuerdo por las partes.

 
*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional declara ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-553-14 mediante

Sentencia C-572-14, Julio 30 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Numeral declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados por la Corte Constitucional, mediante Sentencia

C-553-14, Junio 23 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

3. Si de la actividad de la exploración se determina que el hallazgo está constituido exclusivamente, o hasta

en  un  80%,  por  bienes  que  hagan parte  del  Patrimonio  Cultural  de  la  Nación,  la  remuneración  del

contratista con quien se haya contratado únicamente la intervención se determinará previamente teniendo

en cuenta la dificultad técnica, las condiciones océano-atmosféricas del área, las condiciones hidrostáticas,

las técnicas que se utilizarán, los equipos tecnológicos con que se ejecutará, la transferencia de tecnología

y la importancia cultural y arqueológica del Patrimonio Cultural Sumergido. En todo caso, la remuneración

al contratista no superará el cincuenta por ciento (50%) del valor equivalente a las especies rescatadas. El

valor de los bienes se establecerá mediante un sistema de peritaje internacional aceptado de común

acuerdo por las partes.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional declara INHIBIDA de emitir pronunciamiento de fondo respecto del criterio de

singularidad contenido en el numeral 3°, por ausencia de cargo de inconstitucionalidad, mediante

Sentencia C-572-14, Julio 30 de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

4. Cuando se liciten conjuntamente las actividades de que trata el artículo 4°  de la presente ley, se

remunerará al contratista hasta con el 50% del valor de los bienes que no constituyen Patrimonio Cultural

de la Nación. En este caso el Ministerio de Cultura podrá optar por pagar esta remuneración hasta con el

50% de las especies rescatadas que no constituyan Patrimonio Cultural de la Nación o con su valor en

dinero.  En  este  último caso,  el  valor  de  los  bienes  se  establecerá  mediante  un sistema de peritaje

internacional aceptado de común acuerdo por las partes.

 



*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-572-14, Julio 30 de

2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

 

Artículo 16.  Publicidad de los procesos contractuales.  Sin perjuicio de realizar las publicaciones

necesarias para la adecuada divulgación del proceso contractual, con el fin de asegurar la participación en

el proceso de selección para adelantar la contratación de actividades sobre Patrimonio Cultural Sumergido,

se podrán realizar también publicaciones en medios especializados que permitan divulgar el objeto y las

características principales de la convocatoria.

 

Artículo  17.  Iniciativa  privada.  El  Ministerio  de  Cultura,  cuando  lo  considere  conveniente,  podrá

contratar, de conformidad con la Ley 1508 de 2012,  las actividades previstas en el artículo4°  de la

presente ley.

En este caso, el particular deberá manifestar su interés presentando la investigación histórica respectiva, la

factibilidad  técnica  y  financiera,  y  la  evaluación  de  su  impacto  ambiental,  debiéndose  acreditar  en  todo

caso  que  se  cuenta  con  experiencia  suficiente  en  las  actividades  relacionadas  con  el  Patrimonio  Cultural

Sumergido. Adicionalmente, en la manifestación de interés solicitará al Ministerio de Cultura la apertura del

respectivo proceso de contratación en el cual tendrá derecho a participar.

Para  efectos  de  la  celebración  de  contratos,  el  Gobierno delimitará  las  áreas  sobre  las  que pueden

realizarse procesos de contratación. Todos los datos sobre coordenadas y, en general, sobre la ubicación

material de los elementos del Patrimonio Cultural Sumergido, tendrán carácter reservado. Esta disposición

es extensiva a la información que sobre la materia reposa actualmente en las entidades competentes.

 

Artículo 18. Destinación presupuestal. Al menos un diez por ciento (10%) del producto neto que reciba

el Estado colombiano por concepto de las actividades de aprovechamiento económico descritas en esta ley,

así como por la comercialización de bienes que no pertenecen al Patrimonio Cultural Sumergido, será

destinado a los presupuestos generales del Ministerio de Cultura y del Instituto Colombiano de Antropología

e Historia (Icanh).

 



Artículo 19. Diferencias contractuales. Las diferencias contractuales que surjan en desarrollo de los

contratos previstos en la presente ley se someterán exclusivamente a la jurisdicción colombiana.

 

Artículo 20. Competencias de la Dirección General Marítima (Dimar). La Dirección General Marítima

(Dimar) ejercerá vigilancia y control de las actividades marítimas que desarrollen los contratistas, según sus

atribuciones y competencias. De igual manera, la Dirección General Marítima (Dimar) mantendrá la función

de  otorgar  las  autorizaciones  en  los  asuntos  que  son  de  su  competencia  y  que,  sin  oponerse  a  lo

establecido en esta ley,  se requieran para poder  desarrollar  o  ejercer  las  actividades o  suscribir  los

contratos para exploración, intervención o aprovechamiento económico del Patrimonio Cultural Sumergido.

La información que en consonancia con la legislación vigente tenga carácter reservado por razones de

soberanía y defensa nacional, entre otras, será preservada por la Dirección General Marítima (Dimar).

 
 

Capítulo IV

Faltas contra el Patrimonio Cultural Sumergido

Artículo 21. Faltas contra el Patrimonio Cultural Sumergido. El régimen de faltas administrativas

contra  el  Patrimonio  Cultural  Sumergido se  regirá  por  lo  dispuesto  en el  artículo  15  de  laLey 397,

modificado por el artículo 10 de la Ley 1185 de 2008.

Para estos efectos adiciónase un tercer parágrafo al artículo 15 de la Ley 397 de 1997, modificado por el

artículo 10 de la Ley 1185 de 2008, con el siguiente contenido:

“Parágrafo 3°. Las faltas administrativas que tengan ocurrencia sobre bienes del Patrimonio Cultural

Sumergido serán sancionadas por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia (Icanh), dichas

sanciones, según el caso, se impondrán entre diez mil (10.000) hasta un millón (1.000.000) de salados

mínimos legales diarios vigentes.

 
El Instituto Colombiano de Antropología e Historia (Icanh) se abstendrá de sancionar a las personas

jurídicas cuyos trabajadores u operarios hayan incurrido en la falta administrativa, a menos de que se

demuestre la existencia de culpa grave o dolo en las acciones de aquellas relacionadas con los hechos

que constituyen la falta.

Quien  sea  sancionado  quedará  inhabilitado  por  un  término  de  veinte  (20)  años  para  futuras

autorizaciones o contratos de exploración, intervención o aprovechamiento económico de que trata esta

ley. Este impedimento se aplicará tanto al sancionado como a aquellas empresas de las cuales este sea



socio,  directivo,  empleado o miembro del  equipo humano que participe en la  respectiva actividad

autorizada o contratada.

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones penales pertinentes o de las sanciones de competencia de la

Dirección General Marítima (Dimar)”.

 
Artículo 22. Adicionase a la Ley 599 de 2000 un título y un artículo así:

“Título VII-A De Delitos Contra el Patrimonio Cultural Sumergido

Artículo 269-1. Delitos contra el Patrimonio Cultural Sumergido. El que por cualquier medio o

procedimiento,  sin  autorización  de  la  autoridad  competente,  explore,  intervenga,  aproveche

económicamente, destruya total o parcialmente bienes pertenecientes al Patrimonio Cultural Sumergido,

incurrirá en prisión de uno (1) a seis (6) años y multa de hasta mil doscientos (1.200) salarios mínimos

legales mensuales vigentes.

En iguales penas incurrirá quien por cualquier medio compre o venda los bienes que conforman el

Patrimonio Cultural Sumergido.

Parágrafo. Cuando se incurra sucesivamente en cualquiera de los verbos rectores de este delito, la pena

prevista se aumentará hasta en las tres cuartas partes”.

 
Capítulo V

Vigencia y derogatorias

Artículo 23. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación,

regula de manera integral el manejo del Patrimonio Cultural Sumergido y deroga el artículo 9° de la Ley

397 de 1997 y la Ley 26 de 1986.

 

El Presidente del honorable Senado de la República

Roy Leonardo Barrera Montealegre

El Secretario General del honorable Senado de la República

Gregorio Eljach Pacheco



El Presidente de la honorable Cámara de Representantes

Augusto Posada Sánchez

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes

Jorge Humberto Mantilla Serrano

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de julio de 2013

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público

Mauricio Cárdenas Santamaría

La Ministra de Justicia y del Derecho

Ruth Stella Correa Palacio

El Ministro de Defensa Nacional

Juan Carlos Pinzón Bueno

La Ministra de Cultura

Mariana Garcés Córdoba

LEY 1674 DE 2013
LEY 1674 DE 2013

 
LEY 1674 DE 2013

(julio 26 DE 2013)

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1674-de-2013/


por medio de la cual se rinde homenaje al Museo de Arte Moderno de Bogotá en su quincuagésimo

aniversario, por su contribución a la cultura y el arte colombiano.

 
El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

Artículo 1°.  La Nación rinde homenaje  al  Museo de Arte  Moderno de Bogotá en su quincuagésimo

aniversario por su contribución, promoción, fomento y protección de las artes plásticas y visuales.

 

Artículo 2°.  El  Gobierno Nacional  contribuirá  a  la  preservación,  divulgación y  fomento de las  obras

expuestas en el Museo de Arte Moderno de Bogotá, que ha de protegerse como patrimonio cultural de la

Nación, al igual que el edificio sede, obra del maestro Rogelio Salmona.

 

Artículo 3°. El Gobierno Nacional en conjunto con el Museo de Arte Moderno de Bogotá diseñará y pondrá

en práctica un plan para la creación y fomento de artes plásticas y visuales destinado a los jóvenes

colombianos.

 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las disposiciones que le

sean contrarias.

 
El Presidente del honorable Senado de la República

Roy Barreras Montealegre

El Secretario General del honorable Senado de la República

Gregorio Eljach Pacheco

El Presidente de la honorable Cámara de Representante

Augusto Posada Sánchez

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes

Jorge Humberto Mantilla Serrano



REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase

Dada en Bogotá, D. C., a 26 de julio de 2013

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público

Mauricio Cárdenas Santamaría

La Ministra de Cultura

Mariana Garcés Córdoba

LEY 1673 DE 2013
LEY 1673 DE 2013

 
LEY 1673 DE 2013

(julio 19 DE 2013)

por la cual se reglamenta la actividad del avaluador y se dictan otras disposiciones.

 
 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

 

Título I Objeto y Ámbito de Aplicación

 

Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  como  objeto  regular  y  establecer  responsabilidades  y

competencias de los avaluadores en Colombia para prevenir  riesgos sociales de inequidad,  injusticia,

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1673-de-2013/


ineficiencia, restricción del acceso a la propiedad, falta de transparencia y posible engaño a compradores y

vendedores o al Estado. Igualmente la presente ley propende por el reconocimiento general de la actividad

de los avaluadores. La valuación de bienes debidamente realizada fomenta la transparencia y equidad

entre las personas y entre estas y el Estado colombiano.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. A partir de la entrada en vigencia de esta ley, quienes actúen como

avaluadores, valuadores, tasadores y demás términos que se asimilen a estos utilizados en Colombia, se

regirán exclusivamente por esta ley y aquellas normas que la desarrollen o la complementen, para buscar

la organización y unificación normativa de la actividad del avaluador, en busca de la seguridad jurídica y los

mecanismos de protección de la valuación.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 
Título II

Definiciones

 
Artículo 3°. Definiciones. Para efectos de la presente ley se entenderán como:

a) Valuación: Es la actividad, por medio de la cual se determina el valor de un bien, de conformidad con

los métodos, técnicas, actuaciones, criterios y herramientas que se consideren necesarios y pertinentes

para el dictamen. El dictamen de la valuación se denomina avalúo;

b) Avalúo Corporativo: Es el avalúo que realiza un gremio o lonja de propiedad raíz con la participación

colegiada de sus agremiados;

 



c) Avaluador: Persona natural, que posee la formación debidamente reconocida para llevar a cabo la

valuación de un tipo de bienes y que se encuentra inscrita ante el Registro Abierto de Avaluadores;

 
d) Registro Abierto de Avaluadores: Protocolo a cargo de la Entidad Reconocida Autorregulación de

Avaluadores en donde se inscribe, conserva y actualiza información de los avaluadores, de conformidad con

lo establecido en la presente ley;

e)  Sector  Inmobiliario:  Sector  de  la  economía  nacional  compuesto  por  las  actividades  y  servicios

inmobiliarios que involucran las siguientes actividades:  Valuación de todo tipo de inmuebles,  venta o

compra,  administración,  construcción,  alquiler  y/o  arrendamiento  de  inmuebles,  promoción  y

comercialización de proyectos inmobiliarios, consultoría inmobiliaria, entre otras actividades relacionadas

con los anteriores negocios.

 
 

Título III De la Actividad del Avaluador

Artículo 4°. Desempeño de las Actividades del Avaluador. El avaluador desempeña, a manera de

ejemplo, las siguientes actividades sobre bienes tangibles:

a) La formación de los avalúos catastrales, base gravable para los impuestos nacionales, municipales

(prediales y complementarios);

b) El sistema financiero, para la concesión de créditos de diversa índole en los que se requiera una garantía

como los hipotecarios para vivienda, agropecuarios, industria, transporte, hotelería, entre otros;

c)  En  los  procesos  judiciales  y  arbitrales  cuando  se  requiere  para  dirimir  conflictos  de  toda  índole,  entre

ellos  los  juicios  hipotecarios,  de  insolvencia,  reorganización,  remate,  sucesiones,  daciones  en  pago,

donaciones, entre otros;

d) El Estado cuando por conveniencia pública tenga que recurrir a la expropiación por la vía judicial o

administrativa: cuando se trate de realizar obras por el mecanismo de valorización, concesión, planes

parciales, entre otros;

e)  Los  ciudadanos  cuando  requieren  avalúos  en  procesos  de  compraventa,  sucesiones,  particiones,

reclamaciones, donaciones o cuando los requieran para presentar declaraciones o solicitudes ante las

autoridades o sustentación de autoavalúo o autoestimaciones;



f) Las empresas del Estado o de los particulares cuando lo requieren en procesos de fusión, escisión o

liquidación;

g) El servicio a las personas naturales o jurídicas que requieren avalúos periódicos de sus activos para

efectos contables,  balances,  liquidación de impuestos,  que evidencien la transparencia de los valores

expresados en estos informes presentados a los accionistas acreedores, inversionistas y entidades de

control;

h)  Los  dictámenes  de  valor  de  los  bienes  tangibles,  bien  sean  simples  o  compuestos,  géneros  o

singularidades;

i)  Los  dictámenes de valor  de  los  bienes  intangibles,  universalidades  o  negocios  en operación o  en

reestructuración que para tal efecto determine expresamente el Gobierno Nacional.

 

Artículo 5°. Registro Abierto de Avaluadores. Créase el Registro Abierto de Avaluadores, el cual se

conocerá por sus siglas “RAA” y estará a cargo y bajo la responsabilidad de las Entidades Reconocidas de

Autorregulación.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 6°. Inscripción y requisitos.  La inscripción como avaluador se acreditará ante el  Registro

Abierto de Avaluadores. Para ser inscrito como avaluador deberán llenarse los siguientes requisitos por esta

ley:

a) Acreditar en la especialidad que lo requiera:

(i) formación académica a través de uno o más programas académicos debidamente reconocidos por el

Ministerio de Educación Nacional que cubran: (a) teoría del valor, (b) economía y finanzas generales y las

aplicadas  a  los  bienes  a  avaluar,  (c)  conocimientos  jurídicos  generales  y  los  específicos  aplicables  a  los

bienes a avaluar, (d) las ciencias o artes generales y las aplicadas a las características y propiedades –

intrínsecas de los bienes a avaluar, (e) de las metodologías generales de valuación y las específicas de los



bienes a avaluar, (d) métodos matemáticos y cuantitativos para la valuación de los bienes y (e) en la

correcta utilización de los instrumentos de medición utilizados para la identificación o caracterización de los

bienes a avaluar, o

(ii) Demostrar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el parágrafo 1° del presente artículo;

b)  Indicar  datos  de  contacto  físico  y  electrónico  para  efectos  de  notificaciones.  Corresponde  al

Avaluador mantener actualizada esta información.

Parágrafo 1°. Régimen de transición. Por única vez y dentro de un periodo de veinticuatro (24) meses

contados a partir de la fecha en que quede en firme la resolución de reconocimiento de la primera Entidad

Reconocida de Autorregulación por la  Superintendencia de Industria  y Comercio,  los nacionales o los

extranjeros autorizados por esta ley que a la fecha de expedición de la presente ley se dedican a la

actividad del avaluador podrán inscribirse en el Registro Abierto de Avaluadores sin necesidad de presentar

prueba de la formación académica exigida en este artículo, acreditando: (i) certificado de persona emitido

por entidad de evaluación de la conformidad acreditado por el Organismo Nacional de Acreditación de

Colombia (ONAC) bajo la norma ISO 17024 y autorizado por una Entidad Reconocida de Autorregulación, y

(ii)  experiencia  suficiente,  comprobada  y  comprobable  mediante,  avalúos  realizados  y  certificaciones

laborales  de  por  lo  menos  un  (1)  año  anteriores  a  la  presentación  de  los  documentos.

Parágrafo 2°. Las instituciones de educación superior o las instituciones de educación para el trabajo y el

desarrollo  humano  deberán  expedir  los  títulos  académicos  y  las  certificaciones  de  aptitud  profesional,

según el caso y de acuerdo con la ley, que demuestren la adecuada formación académica de la persona

natural que solicita su inscripción como avaluador en el Registro Abierto de Avaluadores.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 7°. Territorio. El avaluador inscrito ante el Registro Abierto de Avaluadores podrá ejercer su

actividad en todo el territorio nacional.

Artículo  8°.  Inhabilidades,  impedimentos  e  incompatibilidades.  Los  avaluadores  que  realicen

avalúos con destino a procesos judiciales o administrativos, o cuando sus avalúos vayan a hacer parte de

las declaraciones y soportes que las personas y entidades realicen ante cualquier autoridad del Estado,



tendrán  las  mismas  obligaciones  que  los  funcionarios  públicos  y  se  les  aplicará  en  su  totalidad  las

inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades, contempladas en la normatividad que regule la materia.

Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades de orden civil a que hubiere lugar conforme a las leyes

colombianas  y  los  requisitos,  inhabilidades,  impedimentos,  incompatibilidades,  contempladas  en  otras

normas legales.

Artículo  9°.  Ejercicio  ilegal  de  la  actividad  del  avaluador  por  persona  no  inscrita.  Ejercer

ilegalmente la actividad del avaluador será considerado como simulación de investidura o cargo y será

sancionado penalmente en la forma descrita por el artículo 426 de la Ley 599 de 2000; Actualmente

ejercerá ilegalmente la actividad de avaluador, la persona que sin cumplir los requisitos previstos en esta

ley, practique cualquier acto comprendido en el ejercicio de esta actividad.

En igual infracción incurrirá la persona que, mediante avisos, propaganda, anuncios o en cualquier otra

forma, actúe, se anuncie o se presente como avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores, sin el

cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley o cuando indique ser miembro de alguna

Lonja de Propiedad Raíz o agremiación de avaluadores sin serlo.

También incurre en ejercicio ilegal de la actividad, el avaluador, que estando debidamente inscrito en el

Registro Abierto de Avaluadores, ejerza la actividad estando suspendida o cancelada su inscripción al

Registro Abierto de Avaluadores, o cuando dentro de procesos judiciales desempeñe su función sin estar

debidamente  autorizado  por  el  funcionario  competente.  Estas  violaciones  serán  sancionadas  por  la

Superintendencia de Industria y Comercio, sin perjuicio de las sanciones penales y civiles aplicables.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados,  salvo la expresión tachada la cual fue declarada

INEXEQUIBLE por proporciones jurídicas, según la Corte Constitucional mediante Sentencia C-385-15,

de Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 10. Encubrimiento del ejercicio ilegal de la actividad del avaluador de persona no

inscrita. La persona natural o jurídica que permita o encubra el ejercicio ilegal de la actividad, podrá ser

sancionada por la Superintendencia de Industria y Comercio de conformidad con el procedimiento y montos

señalados en esta ley.

Adicionalmente, el avaluador que permita o encubra el ejercicio ilegal de la actividad, podrá ser suspendido

del ejercicio legal de la actividad hasta por el término de tres (3) años.



Parágrafo. El servidor público que en el ejercicio de su cargo, autorice, facilite, patrocine, encubra o permita

el ejercicio ilegal de la valuación incurrirá en falta disciplinaria grave, sancionable de acuerdo con las

normas legales vigentes.

 

*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional se declaro INHIBIDA para pronunciarse sobre la demanda presentada, por

ineptitud sustantiva, mediante Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto

Rojas Ríos.

Artículo 11. Denuncia del ejercicio ilegal de la actividad del avaluador por persona no inscrita.

La Entidad Reconocida de Autorregulación, denunciará, publicará y deberá dar aviso por los medios a su

alcance, a todo el público relacionado con la valuación o que utilicen los servicios de avaluadores, del

ejercicio ilegal de la actividad de que tenga conocimiento, con el fin de proteger a la sociedad del eventual

riesgo a que este hecho la somete.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo  12.  Modificado  por  el    Decreto  0222  de  2014,  Nuevo  texto:   De  los  avaluadores

extranjeros. Podrán inscribirse como avaluadores los extranjeros domiciliados en Colombia, cuando exista

la obligación internacional para ello, de conformidad con los tratados suscritos por el Gobierno colombiano,

en  materia  de  comercio  y/o  prestación  de  servicios,  y  cumplan  con  los  requisitos  exigidos  para  los

nacionales colombianos. El extranjero deberá convalidar los títulos académicos que pretenda utilizar para

su inscripción.

Lo mismo aplicará a los avaluadores extranjeros, en los estudios en los que pretendan participar y en los

cálculos, asesorías y demás trabajos relacionados con el ejercicio de la actividad de avaluador, en el sector

público o privado

 
*Nota de Vigencia*

 



Artículo modificado por el articulo 1°  del Decreto 0222 de 2014, publicado en el Diario Oficial N°

49062, miércoles 12 de febrero de 2014. "por el cual se corrigen yerros en el texto de la Ley 1673 de

2013"

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Artículo 12. De los avaluadores extranjeros. Podrán inscribirse como avaluadores los extranjeros

domiciliados en Colombia, cuando exista la obligación internacional para ello, de conformidad con los

tratados suscritos por el Gobierno colombiano, en materia de comercio y/o prestación de servicios, y

cumplan con los requisitos exigidos para los nacionales colombianos. El extranjero deberá convalidar los

títulos académicos que pretenda utilizar para su inscripción.

Lo mismo aplicará a lo avaluadores extranjeros en los estudios, que pretendan participar en cálculos,

asesorías y demás trabajos relacionados con el ejercicio de la actividad de avaluador, en el sector público

o privado.

Artículo 13. Postulados éticos de la actividad de avaluador. El ejercicio de la valuación, debe ser

guiado por  criterios,  conceptos  y  elevados fines,  que propendan a  enaltecerlo;  por  lo  tanto  deberá estar,

ajustado a las disposiciones de las siguientes normas que constituyen su Código de Ética de la Actividad del

Avalador.

Parágrafo.  El  Código de Ética  de la  Actividad adoptado mediante  la  presente  ley  será  el  marco del

comportamiento del avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores y su violación será sancionada

mediante el procedimiento establecido en el presente título, sin perjuicio de los códigos que desarrollen con

base en la presente ley las Lonjas de Propiedad Raíz y las Entidades Reconocidas de Autorregulación.

Artículo 14. Deberes generales del avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores. Son

deberes generales del avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores los siguientes:

a)  Cumplir  con  los  requerimientos,  citaciones  y  demás  diligencias  que  formule  u  ordene  la  Entidad

Reconocida de Autorregulación o cualquiera de sus seccionales;

b) Cuidar y custodiar los bienes, valores, documentación e información que por razón del ejercicio de su

actividad, se le hayan encomendado o a los cuales tenga acceso;

c) Denunciar los delitos, contravenciones y faltas contra este Código de Ética, de que tuviere conocimiento

con ocasión del ejercicio de su actividad, aportando toda la información y pruebas que tuviere en su poder,

ante la Entidad Reconocida de Autorregulación y/o Seccionales;



d) Respetar y hacer respetar todas las disposiciones legales y reglamentarias que incidan en actos de esta

actividad;

e) Velar por el prestigio de esta actividad;

f) Obrar con la mayor prudencia y diligencia cuando se emitan conceptos sobre las actuaciones de los

demás avaluadores inscritos en el Registro Abierto de Avaluadores;

g) Respetar y reconocer la propiedad intelectual de los demás avaluadores inscritos en el Registro Abierto

de Avaluadores sobre sus valuaciones y proyectos;

h) Los demás deberes incluidos en la presente ley y los indicados en todas las normas legales y técnicas

relacionados con el ejercicio de la valuación.

 

Artículo 15. Deberes del Avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores para con sus

clientes  y  el  público  en  general.  Son  deberes  de  Avaluador  inscrito  en  el  Registro  Abierto  de

Avaluadores para con sus clientes y el público en general:

a) Dedicar toda su aptitud y atender con la mayor diligencia y probidad, los asuntos encargados por su

cliente;

 
b) Modificado por el   Decreto 0222 de 2014, Nuevo texto: Mantener el secreto y reserva, respecto

de  toda  circunstancia  relacionada  con  el  cliente  y  con  los  trabajos  que  para  él  se  realizan,  salvo

autorización escrita previa del cliente, obligación legal de revelarla o cuando el bien avaluado se vaya a

pagar con dineros públicos, salvo que correspondan a los gastos reservados legalmente;

c) El avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores, que dirija el cumplimiento de contratos entre

sus clientes y terceras personas, es ante todo asesor y guardián de los intereses de sus clientes, pero en

ningún caso le es lícito actuar en perjuicio de aquellos terceros.

Parágrafo. Los deberes del avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores en sus actuaciones

contractuales, se regirá por lo establecido en la legislación vigente en esa materia.

 
*Nota de Vigencia*

 



Artículo modificado por el articulo 2° del Decreto 0222 de 2014, publicado en el Diario Oficial N° 49062,

miércoles 12 de febrero de 2014. "por el cual se corrigen yerros en el texto de la Ley 1673 de 2013"

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
b) Mantener el secreto y reserva, respecto de toda circunstancia relacionada con el cliente y con los

trabajos que para él se realizan, salvo autorización escrita previa del cliente, obligación legal de revelarla

o cuando el bien avaluado se vaya a pagar con dineros públicos, salvo que correspondan los gastos

reservados legalmente;

 
 
Artículo 16. De los deberes del Avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores en los

concursos o licitaciones. Son deberes del avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores en los

concursos o licitaciones:

El avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores que haya actuado como asesor de la parte

contratante en un concurso o licitación deberá abstenerse de intervenir directa o indirectamente en las

tareas requeridas para el desarrollo del trabajo que dio lugar al mismo, salvo que su intervención estuviese

establecida en las bases del concurso o licitación.

Parágrafo. Para efectos de los concursos, los avaluadores inscritos en el Registro Abierto de Avaluadores se

ceñirán a lo preceptuado en la legislación vigente.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.



Artículo 17. Régimen de Inhabilidades e Incompatibilidades que afectan el ejercicio. Incurrirá en

faltas al Régimen de Inhabilidades e Incompatibilidades y por lo tanto se le podrá imponer las sanciones a

que se refiere la presente ley, todo aquel avaluador inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores que:

a) Actúe simultáneamente como representante o asesor de más de una empresa que desarrolle idénticas

actividades y en un mismo tema,  sin  expreso consentimiento y autorización de las  mismas para tal

actuación;

b) En ejercicio de sus actividades públicas o privadas hubiese intervenido en determinado asunto, no

podrán luego actuar o asesorar directa o indirectamente a la parte contraria en la misma cuestión;

c) Intervenga como perito o actúe en cuestiones que comprendan las inhabilidades e incompatibilidades

generales de ley.

 

Artículo 18. Faltas contra la ética del Avaluador. Incurren en falta contra la ética del avaluador los

avaluadores  inscritos  en  el  Registro  Abierto  de  Avaluadores  que  violen  cualquiera  de  los  deberes

enunciados en la presente ley.

Artículo  19.  Definición  de  falta  disciplinaria.  Se  entiende  como  falta  que  promueva  la  acción

disciplinaria y en consecuencia,  la aplicación del  procedimiento aquí  establecido,  toda violación a las

prohibiciones y al Régimen de Inhabilidades e Incompatibilidades, al correcto ejercicio de la actividad o al

incumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente ley.

Artículo 20. Sanciones aplicables.  La Entidad Reconocida de Autorregulación podrá sancionar a los

especialistas responsables de la comisión de faltas disciplinarias con:

a) Amonestación escrita;

b) Suspensión en el ejercicio de la actividad de valuación hasta por tres (3) años en la primera falta y si es

recurrente o reincidente o la falta lo amerita, de manera definitiva;

c) Cancelación de la inscripción al Registro Abierto de Avaluadores.

 

Artículo 21. Posesión en cargos, suscripción de contratos o realización de dictámenes técnicos

que impliquen el ejercicio de la actividad de avaluador. Para utilizar el título de avaluador inscrito en

el Registro Abierto de Avaluadores, tomar posesión de un cargo de naturaleza pública o privada, participar

en licitaciones, emitir dictámenes sobre aspectos técnicos de valuación ante organismos estatales o ante



personas naturales o jurídicas de derecho privado, y demás actividades cuyo objeto implique el ejercicio de

la actividad de avaluador en cualquiera de sus especialidades, se debe exigir la presentación en original o

mediante  mecanismo  digital,  del  documento  que  acredita  la  inscripción  en  el  Registro  Abierto  de

Avaluadores (RAA).

Artículo 22. Dictámenes periciales. El cargo o la función de perito, cuando el dictamen comprenda

cuestiones  técnicas  de  valuación,  se  encomendará  al  avaluador  inscrito  en  el  Registro  Abierto  de

Avaluadores (RAA) en los términos de la presente ley y cuya especialidad corresponda a la materia objeto

del dictamen.

 
Título IV De la autorregulación de la actividad del avaluador

Artículo 23. Obligación de Autorregulación. Quienes realicen la actividad de avaluador están obligados

a inscribirse en el Registro Abierto de Avaluadores, lo que conlleva la obligación de cumplir con las normas

de autorregulación de la  actividad en los  términos del  presente capítulo.  Estas obligaciones deberán

atenderse a través de cuerpos especializados para tal fin, establecidos dentro de las Entidades Reconocidas

de Autorregulación. La obligación de autorregulación e inscripción en el Registro Abierto de Avaluadores es

independiente del derecho de asociación a las Entidades Reconocidas de Autorregulación.

Parágrafo 1°.  Lo dispuesto en el  presente artículo,  se aplicará a la persona natural  que desarrolle la

actividad de avaluador que esté registrado en el Registro Abierto de Avaluadores, sin perjuicio de las

sanciones que se puedan derivar de la violación de las normas legales propias de su profesión, las cuales

seguirán siendo investigadas y sancionadas por los Consejos Profesionales o las entidades de control

competentes, según sea el caso.

Parágrafo 2°. La obligación de registro inicial ante el Registro Abierto de Avaluadores, deberá realizarse

dentro  de  los  veinticuatro  (24)  meses  siguientes  contados  a  partir  de  la  fecha  en  quede  en  firme  la

resolución de reconocimiento de la primera Entidad Reconocida de Autorregulación por la Superintendencia

de Industria y Comercio.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Parágrafo 2° declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 24. De la autorregulación en la actividad del avaluador. Las Entidades Reconocidas de



Autorregulación, tendrán a cargo, las siguientes funciones:

Función normativa: Consiste, sin perjuicio de lo establecido en esta ley, en la adopción y difusión de las

normas de autorregulación para asegurar el correcto funcionamiento de la actividad del avaluador.

 
Función de supervisión: Consiste en la verificación del  cumplimiento de las normas de la actividad del

avaluador y de los reglamentos de autorregulación, sin perjuicio de las funciones establecidas por esta ley

en cabeza de la Superintendencia de Industria y Comercio.

Función disciplinaria: Consiste en la imposición de sanciones a sus miembros y a los avaluadores

inscritos por el  incumplimiento de las normas de la actividad del avaluador y de los reglamentos de

autorregulación.

 
Función de Registro Abierto de Avaluadores:  Consiste  en  la  actividad  de  inscribir,  conservar  y

actualizar en el Registro Abierto de Avaluadores la información de las personas naturales avaluadoras, de

conformidad con lo establecido en la presente ley.

Parágrafo 1°.  Las Entidades Reconocidas de Autorregulación deberán cumplir  con todas las funciones

señaladas en el presente artículo, en los términos y condiciones que determine el Gobierno Nacional, con

base en lo establecido en esta ley. En ejercicio de esta facultad, el Gobierno Nacional, a través de la

Superintendencia de Industria y Comercio, deberá propender porque se mantengan iguales condiciones de

registro, supervisión y sanción entre las Entidades Reconocidas de Autorregulación previstas en la presente

ley, así como establecer medidas para el adecuado gobierno de las mismas.

Parágrafo 2°. Las funciones aquí señaladas implican la obligación de interconexión de las bases de datos,

de mantener y de compartir información con otras Entidades Reconocidas de Autorregulación y con la

Superintendencia  de  Industria  y  Comercio,  como  condición  para  su  operación,  con  el  fin  de  asegurar  el

cumplimiento de lo establecido en esta ley.

Parágrafo  3°.  La  actividad  de  autorregulación  de  las  Entidades  Reconocidas  de  Autorregulación  será

compatible  con  las  actividades  de  normalización  técnica  y  certificación  de  personas  bajo  el  sistema  de

evaluación establecidos en la norma ISO 17024, previa acreditación de la misma por el Organismo Nacional

de Acreditación de Colombia (ONAC).

 

*Nota Jurisprudencial*

 



Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, según la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-385-15, Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo  25.  Función Disciplinaria.  En  ejercicio  de  la  función  disciplinaria,  se  deberán  establecer

procedimientos e iniciar de oficio o a petición de parte acciones disciplinarias por el incumplimiento de los

reglamentos de autorregulación y de las normas de la actividad del avaluador, decidir sobre las sanciones

disciplinarias aplicables e informar a la Superintendencia de Industria y Comercio sobre las decisiones

adoptadas en materia disciplinaria.

Quien ejerza funciones disciplinarias podrá decretar, practicar y valorar pruebas, determinar la posible

responsabilidad disciplinaria de las personas investigadas dentro de un proceso disciplinario, imponer las

sanciones disciplinarias establecidas en los reglamentos, garantizando en todo caso el derecho de defensa

y el debido proceso.

Las  pruebas  recaudadas  por  quien  ejerza  funciones  disciplinarias  podrán  ser  trasladadas  a  la

Superintendencia  de  Industria  y  Comercio  en  ejercicio  de  su  facultad  sancionatoria  en  materia  de

protección al consumidor, competencia desleal y protección de la competencia. Igualmente, las pruebas

recaudadas por la Superintendencia de Industria y Comercio podrán trasladarse a quien ejerza funciones

disciplinarias, sin perjuicio del derecho de contradicción. De igual manera, se podrán trasladar pruebas a los

organismos estatales de control como la Fiscalía, la Procuraduría y la Contraloría.

Parágrafo. Las normas actualmente prescritas para estos organismos también aplicarán para las entidades

que surjan de las mencionadas fusiones y acuerdos.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados,  salvo la expresión tachada la cual fue declarada

INEXEQUIBLE por proporciones jurídicas, según la Corte Constitucional mediante Sentencia C-385-15,

de Junio 24 de 2015; Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Artículo 26. Entidades Reconocidas de Autorregulación. La Superintendencia de Industria y Comercio

reconocerá como Entidad Reconocida de Autorregulación a una o más personas jurídicas sin ánimo de lucro,

que cumplan con los siguientes requisitos:

a) Sean entidades gremiales, sin ánimo de lucro;



b) Cuenten entres sus miembros avaluadores personas naturales o asociaciones gremiales, en las cuales a

su vez, sean miembros avaluadores personas naturales;

c) Los demás requisitos establecidos en esta ley para estas entidades. Podrán existir Entidades Reconocidas

de  Autorregulación  que  tengan  como único  objeto  las  actividades  de  autorregulación  establecidas  y

permitidas por esta ley para este tipo de entidades.

La Superintendencia de Industria y Comercio, en los términos que establece la presente ley, ejercerá las

funciones de inspección, vigilancia y control de las Entidades Reconocidas de Autorregulación.

Parágrafo  1°.  Con  el  fin  de  garantizar  la  cobertura  y  sostenibilidad  de  los  Organismos  Autorizados  de

Autorregulación en todo el  territorio nacional,  el  Gobierno podrá establecer zonas o regiones para el

desarrollo exclusivo de su actividad.

Parágrafo 2°. La función de autorregulación no tiene el carácter de función pública.

Parágrafo 3°. La Superintendencia de Industria y Comercio podrá suscribir acuerdos o memorandos de

entendimiento con las Entidades Reconocidas de Autorregulación, con el objeto de coordinar esfuerzos en

materia de autorregulación disciplinaria, de supervisión e investigación de las Entidades Reconocidas de

Autorregulación.

Parágrafo 4°.  El  Gobierno Nacional  reglamentará el  funcionamiento y conformación del  organismo de

dirección de la Entidad Reconocida de Regulación. De ser necesario para garantizar la objetividad de las

decisiones o por razones de buen gobierno podrá determinar que hasta una tercera parte de los miembros

del órgano de dirección serán nombrados por el Gobierno Nacional. Para el ejercicio de esta potestad,

deberá reglamentar la materia previamente señalando la calidad de las personas privadas a nombrar.

Artículo  27.  Requisitos.  La  Superintendencia  de  Industria  y  Comercio  reconocerá  a  las  Entidades

Reconocidas de Autorregulación de valuación, cuando cumpla con los siguientes requisitos:

a) Contar con el número mínimo de miembros avaluadores y asociaciones gremiales que determine el

Gobierno Nacional;

 
b)  Disponer de los mecanismos adecuados para hacer cumplir  por sus miembros y por las personas

vinculadas con ellos las leyes y normas de la actividad del avaluador y los reglamentos que la misma

entidad expida;

 
c) Contar con un mecanismo de ingreso de las personas jurídicas gremiales que tengan entre sus miembros



avaluadores y personas naturales avaluadores para que sean miembros de la Entidad Reconocida de

Autorregulación;

d)  Modificado  por  el  Decreto  0222  de  2014,  Nuevo  texto:  Demostrar  que  sus  reglamentos  prevén

mecanismos para que en los diferentes órganos de la Entidad Reconocida de Autorregulación se asegure

una adecuada representación de sus miembros, sin perjuicio de que en el comité disciplinario se establezca

una participación por lo menos paritaria de personas externas o independientes. En caso de empate, se

decidirá por los miembros externos o independientes.

 
e)  Demostrar  que las  normas de la  Entidad Reconocida de Autorregulación proveerán una adecuada

distribución de los cobros, tarifas y otros pagos entre sus miembros e inscritos;

f) Garantizar que las reglas de las Entidades Reconocidas de Autorregulación estén diseñadas para prevenir

la manipulación y el fraude en el mercado, promover la coordinación y la cooperación con los organismos

encargados  de regular,  así  como eliminar  las  barreras  y  crear  las  condiciones  para  la  operación de

mercados libres y abiertos a nivel nacional e internacional y, en general, proteger a los consumidores y

usuarios de la actividad del avaluador y del interés público;

g) Garantizar que se prevenga la discriminación entre los miembros, así como establecer reglas que eviten

acuerdos y actuaciones que vulneren el espíritu y propósitos de la normativa de la actividad del avaluador;

h) Demostrar que las normas de la Entidad Reconocida de Autorregulación proveerán la posibilidad de

disciplinar  y  sancionar  a  sus  afiliados  e  inscritos  de  acuerdo  con  la  normatividad  de  la  actividad  del

avaluador y sus propios reglamentos. Las sanciones de carácter disciplinario podrán tener la forma de

expulsión,  suspensión,  limitación  de  actividades,  funciones  y  operaciones,  multas,  censuras,

amonestaciones y otras que se consideren apropiadas y que no riñan con el ordenamiento jurídico legal;

i) Tener Revisor Fiscal y Contador Público;

j) Contar con los sistemas necesarios para adelantar las inscripciones en el Registro Abierto de Avaluadores;

k) Contar con un procedimiento para atender las solicitudes de información de miembros y terceros sobre

los datos contenidos en el Registro Abierto de Avaluadores;

l) Contar y mantener una póliza de responsabilidad civil extracontractual en el momento que lo establezca

el Gobierno Nacional;



m) Contar con un cubrimiento del territorio nacional de mínimo diez (10) departamentos;

n)  Contar  con  un  sistema  que  le  permita  registrar  y  mantener  en  su  protocolo,  a  solicitud  de  los

avaluadores,  información  sobre  experiencia  y  actualización  de  los  certificados  de  persona  emitido  por

entidad  de  evaluación  de  la  conformidad,  acreditada  por  el  Organismo Nacional  de  Acreditación  de

Colombia (ONAC), bajo la norma ISO 17024 y autorizado por una Entidad Reconocida de Autorregulación.

 
*Nota de Vigencia*

 
Artículo modificado por el articulo 3° delDecreto 0222 de 2014, publicado en el Diario Oficial N° 49062,

miércoles 12 de febrero de 2014. "por el cual se corrigen yerros en el texto de la Ley 1673 de 2013."

 
*Nota Jurisprudencial*

 
d) Demostrar que sus reglamentos prevén mecanismos para que en los diferentes órganos de la Entidad

Reconocida de Autorregulación se asegure una adecuada representación de sus miembros, sin perjuicio

de que en el comité disciplinario se establezca una participación por lo menor paritaria de personas

externas o independientes. En caso de empate, se decidirá por los miembros externos o independientes;

Artículo 28. Medidas. Las entidades reconocidas de autorregulación deberán asegurar los mecanismos

para el ejercicio de la función disciplinaria, de la aceptación o de rechazo de sus miembros y de la provisión

de sus servicios.

Parágrafo. En este contexto, los organismos de autorregulación no deberán imponer cargas innecesarias

para el desarrollo de la competencia.

Artículo  29.  Prohibición.  Ninguna  Entidad  Reconocida  de  Autorregulación  mantendrá,  temporal  o

definitivamente como uno de sus miembros a una persona que se encuentre suspendida o cuya inscripción

haya sido cancelada en cualquier Registro Abierto de Avaluadores. Sin perjuicio de lo anterior, las personas

jurídicas que sean de propiedad, contraten o empleen personas naturales que se hayan inscrito a una

Entidad Reconocida de Autorregulación, estarán sujetos a las sanciones de esta ley, aun cuando tales

personas no sean miembros de la Entidad Reconocida de Autorregulación.

Artículo 30. Proceso Disciplinario. Cuando haya lugar a un proceso disciplinario, la Entidad Reconocida

de Autorregulación que ejerza las funciones disciplinarias, deberá formular los cargos, notificar al miembro

y dar la oportunidad para ejercer el derecho de defensa. Igualmente, se deberá llevar una memoria del

proceso. Todo proceso disciplinario deberá estar soportado por:

a) La conducta que el miembro y/o las personas vinculadas a este desarrollaron;



b)  La  norma  de  la  actividad  del  avaluador  o  del  reglamento  del  autorregulador  que  específicamente

incumplieron;

c) En caso de que exista, la sanción impuesta y la razón de la misma.

Parágrafo.  En todo caso el  proceso disciplinario  que adelanten los  organismos de autorregulación en

ejercicio de su función disciplinaria, deberá observar los principios de oportunidad, economía y celeridad, y

se regirá exclusivamente por los principios y el procedimiento contenidos en la presente ley y en las demás

normas que la desarrollen.

 

Artículo 31. Admisión. La Entidad Reconocida de Autorregulación podrá negar la calidad de miembro a

personas  que  no  reúnan  los  estándares  de  idoneidad  comercial  financiera  o  capacidad  para  operar  o  los

estándares de experiencia, capacidad, entrenamiento que hayan sido debidamente establecidos por dicho

organismo, previamente autorizados por la Superintendencia de Industria y Comercio.

La Entidad Reconocida de Autorregulación verificará las condiciones de idoneidad, trayectoria y carácter de

sus miembros y requerirá que los avaluadores estén registrados en dicho organismo.

Artículo 32. Solicitudes de Inscripción. La Entidad Reconocida de Autorregulación deberá negar la

solicitud de inscripción, cuando no se provea la información requerida o formulada en los reglamentos de

dicho organismo de conformidad con los requisitos establecidos en la presente ley, o cuando el solicitante

no reúna las calidades para hacer parte del mismo, de conformidad con los requisitos establecidos en su

reglamento de la entidad.

 

Artículo 33. Motivación de las Decisiones. En los casos en que se niegue la inscripción, la membrecía o

se niegue la prestación de un servicio a uno de los miembros, la Entidad Reconocida de Autorregulación

deberá  notificar  a  la  persona  o  personas  interesadas  sobre  las  razones  de  esta  decisión  y  darle  la

oportunidad  para  que  presente  sus  explicaciones.

 

Artículo 34.  Negación o Cancelación de Inscripciones. La Entidad Reconocida de Autorregulación

negará, suspenderá o cancelará la inscripción de personas que hayan sido expulsadas de otros Organismos

de Autorregulación o de un miembro que realice prácticas que pongan en riesgo los derechos o intereses de

importancia de los consumidores o usuarios de los avaluadores, de otros agentes del mercado, al Estado o

a la misma Entidad Reconocida de Autorregulación. En estos eventos se deberá informar previamente a la

Superintendencia de Industria y Comercio.



 
 

Título V Disposiciones Complementarias

Artículo 35. Día del avaluador. Se establece como día del avaluador el 13 de diciembre, el cual será

conmemorado cada año, a partir de la expedición de la presente ley.

 

Artículo 36. Intervención del Estado en el Sector Inmobiliario. El Estado intervendrá en la economía,

a través del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, con el fin de buscar la formalización, productividad

y la sana competencia en el sector inmobiliario. Para ello, la obligación de autorregulación de las personas

naturales involucradas en este sector  de la economía,  los requisitos para el  ejercicio de la actividad

inmobiliaria por personas naturales y los de las Entidades Reconocidas de Autorregulación serán los mismos

establecidos en la presente ley.

Artículo 37. Autoridades. Corresponde al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la reglamentación

de la presente ley, así como verificar la creación y puesta en funcionamiento de las Entidades Reconocidas

de  Autorregulación  de  la  actividad  del  avaluador.  Corresponde  a  la  Superintendencia  de  Industria  y

Comercio ejercer funciones de inspección, vigilancia y control sobre:

a) Las Entidades Reconocidas de Autorregulación de la actividad del avaluador, y una vez lo reglamente el

Gobierno Nacional, a las entidades reconocidas del sector inmobiliario;

b) Los organismos de evaluación de la conformidad que expidan certificados de personas de la actividad del

avaluador, y una vez lo reglamente el Gobierno Nacional de los certificados de competencias laborales del

sector inmobiliario;

c) Las personas que sin el lleno de los requisitos establecidos en esta ley o en violación de los artículos 8° y

9° de la misma, desarrollen ilegalmente la actividad del avaluador.

Para el  ejercicio de las funciones establecidas en la presente ley,  la Superintendencia de Industria y

Comercio aplicará los procedimientos e impondrá las sanciones previstas en la Ley 1480 de 2011 y demás

normas concordantes.

 

Artículo  38.  Modificado  por  el  Decreto  0222  de  2014,  Nuevo  texto:  Las  entidades  a  las  que  se

refiere el artículo 26 podrán ejercer algunas o todas las funciones de autorregulación del artículo 24, en los

términos y condiciones que determine el Gobierno Nacional. La función del Registro Abierto de Avaluadores,



no podrá ser ejercida con independencia de las otras tres funciones señaladas en el artículo 24.

 
*Nota de Vigencia*

 
Artículo modificado por el articulo 4° delDecreto 0222 de 2014, publicado en el Diario Oficial N° 49062,

miércoles 12 de febrero de 2014. "por el cual se corrigen yerros en el texto de la Ley 1673 de 2013."

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Artículo 38. Las entidades a las que se refiere el artículo 26 podrán ejercer algunas o todas las funciones

de autorregulación previstas en el artículo 25, en los términos y condiciones que determine el Gobierno

Nacional. Las funciones del Registro Abierto de Avaluadores, no podrá ser ejercida con independencia de

las otras tres funciones señaladas en el artículo 25.

Artículo 39. Esta ley rige seis (6) meses después de su publicación en el Diario Oficial y deroga el artículo

50 de laLey 546 de 1999 y la lista a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio de que tratan

los artículos 60  y sucesivos de la Ley 550 de 1999,  así como todas las demás normas que le sean

contrarias.

 
 
 

El Presidente del honorable Senado de la República

Roy Leonardo Barreras Montealegre

El Secretario General del honorable Senado de la República

Gregorio Eljach Pacheco

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes

Augusto Posada Sánchez

El Secretario General la honorable Cámara de Representantes

Jorge Humberto Mantilla Serrano

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2013



JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo

Sergio Diazgranados Guida

La Ministra de Educación Nacional

María Fernanda Campo Saavedra

LEY 1672 DE 2013
LEY 1672 DE 2013

 
LEY 1672 DE 2013

(julio 19 DE 2013)

 
por la cual se establecen los lineamientos para la adopción de una política pública de gestión integral de

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), y se dictan otras disposiciones.

 
 

El Congreso de la República

DECRETA:

 
Capítulo I

Disposiciones preliminares

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer los lineamientos para la política pública de

gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) generados en el territorio

nacional.  Los  RAEE son residuos  de manejo  diferenciado que deben gestionarse  de acuerdo con las

directrices que para el efecto establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones de la presente ley se aplican en todo el territorio nacional, a las

personas naturales o jurídicas que importen, produzcan, comercialicen, consumen aparatos eléctricos y

electrónicos y gestionen sus respectivos residuos.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1672-de-2013/


Artículo 3°. Principios. Para la aplicación de la presente ley se tendrán como principios rectores:

a) Responsabilidad Extendida del Productor. Es el deber que tiene el productor de aparatos eléctricos

y electrónicos, a lo largo de las diferentes etapas del ciclo de vida del producto;

 
b) Participación activa. El Gobierno Nacional debe proveer los mecanismos de participación necesarios

para que los productores, comercializadores y usuarios de aparatos eléctricos y electrónicos, participen en

el diseño, elaboración y ejecución de programas y proyectos que traten sobre una gestión integral de los

residuos de estos productos;

c) Creación estímulos. El Gobierno Nacional promoverá la generación de beneficios y estímulos a quienes

se involucren en el aprovechamiento y/o valorización de (RAEE);

d) Descentralización. Las entidades territoriales y demás entidades que tengan la facultad de imponer

obligaciones de tipo ambiental en lo referente a gestión de RAEE se enmarcarán únicamente dentro del

marco de la presente ley y las disposiciones de carácter general que se adopten por el Ministerio del Medio

Ambiente,  Vivienda  y  Desarrollo  Territorial  y  demás  autoridades  ambientales  en  el  marco  de  sus

competencias.

Apoyarán la consecución de los objetivos de los programas que señale el nivel nacional y que contribuyan

en gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE). Dichas estrategias deberán

estar de acuerdo con las disposiciones establecidas en la presente ley;

e) Innovación, ciencia y tecnología. El Gobierno Nacional colombiano, a través de las instituciones

educativas públicas y privadas en asocio con la empresa pública y privada, fomentará la formación, la

investigación  y  el  desarrollo  tecnológico,  orientados  a  una gestión  integral  de  Residuos  de  Aparatos

Eléctricos y Electrónicos RAEE;

f) Gradualidad. La implementación y la divulgación de la presente ley se harán a mediano y largo plazo,

atendiendo la implementación progresiva de los programas y estrategias que se adopten;

g)  Ciclo de vida del producto. Es el principio que orienta la toma de decisiones, considerando las

relaciones y efectos que cada una de las etapas tiene sobre el conjunto de todas ellas. Comprende las

etapas de investigación, adquisición de materias primas, proceso de diseño, producción, distribución, uso y

gestión posconsumo;

h) Producción y consumo sostenible. Con base en este principio, se privilegian las decisiones que se



orienten a la reducción de la cantidad de materiales peligrosos utilizados y residuos peligrosos generados

respectivamente por unidad de producción de bienes y servicios. Lo anterior, con el fin de aliviar la presión

sobre el  ambiente,  aumentar  la  productividad y  competitividad empresarial  y  simultáneamente crear

conciencia en los consumidores respecto del efecto que los productos y sus desechos tienen sobre la salud

y el medio ambiente;

i)  Prevención.  Estrategias  orientadas  a  lograr  la  optimización  del  consumo de  materias  primas,  la

sustitución de sustancias o materiales peligrosos y la adopción de prácticas, procesos y tecnología limpias.

 

Artículo  4°.  Definiciones.  Para  efectos  de  la  aplicación  de  la  presente  ley  se  tendrán  en  cuenta  las

siguientes  definiciones:

Aparatos eléctricos y electrónicos. Todos los aparatos que para funcionar necesitan corriente eléctrica

o campos electromagnéticos, así como los aparatos, necesarios para generar, transmitir y medir dichas

corrientes. Comercializador. Persona natural o jurídica encargada, con fines comerciales, de la distribución

mayorista o minorista de aparatos eléctricos y electrónicos.

Disposición final. Es el proceso de aislar y confinar los residuos sólidos en especial los no aprovechables,

en forma definitiva, en lugares especialmente seleccionados y diseñados para evitar la contaminación, y los

daños o riesgos a la salud humana y al ambiente. En todo caso, quedará prohibida la disposición de

residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) en rellenos sanitarios.

Generador. Cualquier persona natural o jurídica, cuya actividad implique la producción o comercialización

residuos o desechos eléctricos y electrónicos;  sin perjuicio de que recaigan en la misma persona las

calidades de productor o comercializador.

Gestión integral. Conjunto articulado e interrelacionado de acciones política, normativas, operativas,

financieras,  de  planeación,  administrativas,  sociales,  educativas,  de  evaluación,  seguimiento  y  monitoreo

desde  la  prevención  de  la  generación  hasta  la  disposición  final  de  los  residuos  de  aparatos  eléctricos  y

electrónicos,  a  fin  de  lograr  beneficios  ambientales,  la  optimización  económica  de  su  manejo  y  su

aceptación  social,  respondiendo  a  las  necesidades  y  circunstancias  de  cada  localidad  o  región.

Gestor.  Persona natural  o  jurídica  que presta  en  forma total  o  parcial  los  servicios  de  recolección,

transporte,  almacenamiento,  tratamiento,  aprovechamiento  y/o  disposición  final  de  los  Residuos  de

Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), dentro del marco de la gestión integral y cumpliendo con los

requerimientos de la normatividad vigente. El Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,



implementará un Registro de aquellas personas naturales o jurídicas que presten los servicios definidos.

Productor. Cualquier persona natural o jurídica que, con independencia de la técnica de venta utilizada,

incluidas la venta a distancia o la electrónica:

i) Fabrique aparatos eléctricos y electrónicos;

ii) Importe aparatos eléctricos y electrónicos, o

iii) Arme o ensamble equipos sobre la base de componentes de múltiples productores;

iv) Introduzca al territorio nacional aparatos eléctricos y electrónicos.

v)  Remanufacture aparatos eléctricos y  electrónicos de su propia marca o remanufacture marcas de

terceros no vinculados con él, en cuyo caso estampa su marca, siempre que se realice con ánimo de lucro o

ejercicio de actividad comercial.

Parágrafo. Cuando se pongan en el mercado AEE con marcas propias a pesar de ser fabricados por terceros,

deberá incluirse el nombre del productor, so pena de asumir dicha calidad.

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE). Son los aparatos eléctricos o electrónicos en

el  momento en que se desechan o descartan.  Este término comprende todos aquellos componentes,

consumibles y subconjuntos que forman parte del producto en el momento en que se desecha, salvo que

individualmente sean considerados peligrosos, caso en el cual recibirán el tratamiento previsto para tales

residuos.

Reacondicionamiento. Procedimiento técnico de renovación, en el cual se restablecen las condiciones

funcionales y estéticas de un aparato eléctrico y electrónico con el fin de ser usado en un nuevo ciclo de

vida. Puede implicar además reparación, en caso de que el equipo posea algún daño.

Remanufacturados. Todos los aparatos eléctricos y electrónicos defectuosos que han pasado por un

proceso de evaluación por el productor en donde las partes dañadas han sido reemplazadas y han sido

reempaquetadas  para  salir  nuevamente  al  mercado.  Retoma.  Es  el  procedimiento  establecido  por  el

productor para recolectar y recibir los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE), con el fin de trasladarlos hacia puntos de reacondicionamiento o hacia los gestores de RAEE.

Reuso. El reuso de un equipo eléctrico o electrónico se refiere a cualquier utilización de un aparato o sus



partes, después del primer usuario, en la misma función para la que el aparato o parte fueron diseñados.

Usuario o consumidor. Toda persona natural o jurídica, que contrate la adquisición, utilización o disfrute de

un bien o la prestación de un servicio determinado.

RAEE Nuevo. Residuos de aparatos que son puestos en el mercado después de la entrada en vigencia de

la reglamentación que expida el Gobierno Nacional sobre RAEE o en el término que allí se establezca. RAEE

Histórico. Residuos de aparatos que fueron puestos en el mercado antes de la entrada en vigencia de la

reglamentación que expida el Gobierno Nacional sobre RAEE o anterior al término que allí se establezca.

RAEE Huérfano. Residuos de aparatos que no tienen una marca de identificación del producto o el productor

ya no se encuentra en el mercado.

Artículo  5°.  Clasificación  de  Residuos  de  Aparatos  Eléctricos  yElectrónicos  (RAEE).  Para  la

clasificación nacional de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) se tendrán en cuenta las

disposiciones que para el efecto establezca el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial de

conformidad con las normativas internacionales.

 
 

Capítulo II

De las responsabilidades y obligaciones

 

Artículo 6°. Obligaciones. El Gobierno Nacional, los productores, los comercializadores, los usuarios y los

gestores que realicen el manejo y la gestión integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE) deben:

1. Del Gobierno Nacional:

a) Garantizar un medio ambiente saludable;

b) Diseñar una política pública para la gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE);

c) Ordenar a los productores a establecer de manera directa (o a través de terceros que actúen en su

nombre) sistemas de recolección y gestión ambientalmente segura de los residuos generados por sus

productos una vez estos han finalizado su vida útil;

d)  Generar  espacios  de concertación,  participación y  socialización a  fin de promover  una gestión integral

para los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);



e) Establecer los mecanismos de inspección, vigilancia y control a los diferentes actores que intervienen en

la gestión y manejo de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) y sus residuos;

 

f)  Apoyar  mediante  estrategias  integrales  de  educación  ambiental  la  promoción  de  la  gestión

ambientalmente segura de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

g) Establecer estímulos a los gestores de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), que formen

parte de la cadena de la gestión integral de los mismos y fomenten su aprovechamiento y/o valorización;

h)  Establecer  las  acciones,  procedimiento y  sanciones pertinentes a  productores,  comercializadores y

usuarios que no contribuyan a una gestión integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE);

i) Los entes municipales y las autoridades ambientales realizarán actividades de divulgación, promoción y

educación  que  orienten  a  los  usuarios  de  aparatos  eléctricos  y  electrónicos,  sobre  los  sistemas  de

recolección y gestión de los residuos de estos productos y sus obligaciones;

j) El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, llevará un registro de los

productores y comercializadores permanentes o esporádicos, de aparatos eléctricos y electrónicos, con el

fin  de  promover  el  control  de  la  adopción  de  los  sistemas  nacionales  de  recolección  y  gestión  de  los

residuos  de  estos  productos;

k) El Gobierno Nacional facilitará a los productores, a través de su política fiscal y aduanera, la transición o

migración a materiales ecológicamente amigables;

m) El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o de quien

disponga para tal efecto, establecerá los lineamientos y requisitos que deberán tener los sistemas de

recolección y gestión de residuos de aparatos eléctricos y eléctricos (RAEE), en especial para aquellos

residuos que contienen sustancias o materiales que puedan afectar la salud o el ambiente;

n) Establecer un mecanismo de información, a través del Sistema de Información Ambiental del país, sobre

la generación y manejo de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

2. Del Productor:

a) El  productor es responsable de establecer,  directamente o a través de terceros que actúen en su

nombre, un sistema de recolección y gestión ambientalmente segura de los residuos de los productos

puestos por él en el mercado, de acuerdo con las disposiciones que para el efecto establezca el Ministerio



de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Así mismo, es también responsable por administrar y financiar, por el

modelo que elija, el sistema de gestión;

b) Desarrollar sistemas de recolección y gestión de los residuos de los productos puestos en el mercado;

c)  Priorizar  alternativa  de  aprovechamiento  o  valorización  de  los  Residuos  de  Aparatos  Eléctricos  y

Electrónicos (RAEE);

d) Gestionar o manejar los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), solo con empresas que

cuenten con la respectiva licencia, permiso o autorización ambiental;

e)  Brindar  la  información  necesaria  para  el  desmontaje  e  identificación  de  los  distintos  componentes  y

materiales  a  fin  de  incentivar  el  reuso  y  facilitar  su  reciclaje;

f) Informar a los usuarios de sus productos, los parámetros para una correcta devolución y gestión de los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE). Esta información debe ser presentada en forma

completa, expresa y clara al consumidor en sus etiquetas, empaques o anexos;

g) Disminuir el impacto ambiental de sus productos mediante estrategias de reducción y sustitución de

presencia de sustancias o materiales peligrosos en sus productos;

h) Diseñar estrategias para lograr la eficiencia de la devolución, recolección, reciclaje y disposición de los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

i)  Desarrollar  campañas informativas y de sensibilización sobre la retoma y gestión adecuada de los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

j) Aceptar la devolución de los RAEE por parte del usuario final, sin costo alguno;

k) El productor deberá informar cuando el aparato contenga componente o sustancias nocivas para la salud

o el medio ambiente;

1)  Brindar  información  a  los  usuarios  finales  sobre  la  prohibición  de  disponer  Residuos  de  Aparatos

Eléctricos y Electrónicos (RAEE), junto con los residuos sólidos domésticos. Esta información debe ser

presentada en forma completa, expresa y clara al consumidor en sus etiquetas, empaques o anexos;

m) Los productores cuyos aparatos eléctricos y electrónicos, contengan metales pesados o cualquier otro



tipo de sustancia peligrosa, deberán garantizar junto con el gestor que durante el manejo de estos residuos,

no se produzca contaminación al medio ambiente ni perjuicio a la salud humana;

n) Los productores podrán unirse y conformar uno o varios sistemas colectivos sin que esta entidad

sustituya sus responsabilidades y obligaciones”. Parágrafo. Las obligaciones previstas en los apartes f), h),

i), j) resultarán exigibles a los comercializadores de aparatos eléctricos y electrónicos en el marco de su

objeto social, sin perjuicio de las demás dispuestas por la ley.

3. Del Comercializador

a) El comercializador de aparatos eléctricos y electrónicos tiene la obligación de brindar apoyo técnico y

logístico  al  productor,  en  la  recolección  y  gestión  ambientalmente  segura  de  los  residuos  de  estos

productos.

4. Del usuario o consumidor

a) Los usuarios de aparatos eléctricos y electrónicos deberán entregar los residuos de estos productos, en

los sitios que para tal fin dispongan los productores o terceros que actúen en su nombre;

b) Asumir su corresponsabilidad social  con una gestión integral  de Residuos de Aparatos Eléctricos y

Electrónicos (RAEE), a través de la devolución de estos residuos de manera voluntaria y responsable de

acuerdo con las disposiciones que se establezcan para tal efecto;

c) Reconocer y respetar el derecho de todos los ciudadanos a un ambiente saludable;

d) Las demás que fije el Gobierno Nacional.

5. De los gestores

a) Cumplir  con los estándares técnicos ambientales establecidos para la recolección y gestión de los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

b) Garantizar el manejo ambientalmente seguro de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE),  con  el  fin  de  prevenir  y  minimizar  cualquier  impacto  sobre  la  salud  y  el  ambiente,  en  especial

cuando estos contengan metales pesados o cualquier otra sustancia peligrosa;

c) Garantizar un manejo ambientalmente adecuado de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE);

 
 



Capítulo III

Política Nacional de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE)

 
Artículo 7°.  Objetivos.  El  Gobierno  Nacional,  en  cumplimiento  de  sus  deberes  constitucionales,  es

responsable  de  la  elaboración,  planificación,  coordinación,  ejecución  y  seguimiento  de  las  acciones

encaminadas al desarrollo de una gestión integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE),

para lo cual deberá elaborar la Política Nacional de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE),

teniendo en cuenta los siguientes objetivos:

1. Minimizar la producción de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).

2. Promover una gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), con el fin de

minimizar los riesgos sobre la salud humana y el medio ambiente.

3. Incentivar el aprovechamiento de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) en cada una

de sus etapas como una alternativa para la generación de empleo social y como un sector económicamente

viable.

4. Promover la plena integración y participación de los productores, comercializadores y usuarios de los

aparatos eléctricos y electrónicos en la elaboración de estrategias, planes y proyectos para una gestión

integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos.

 

Artículo 8°. Componentes de la política. Para el cumplimiento del objeto de la presente ley el Gobierno

Nacional,  a través del  Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible,  con el  apoyo del  Ministerio de

Comercio, Industria y Turismo, el Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de Tecnologías de la

Información y las Comunicaciones y el Ministerio de Minas y Energía, formularán una política pública de

Residuos  de  Aparatos  Eléctricos  y  Electrónicos  (RAEE).  Para  este  fin,  también  invitarán  a  los  diferentes

sectores  involucrados  como las  Cámaras  de  Comercio,  los  industriales,  la  academia  y  las  empresas

gestoras. Esta política se trabajará transversalmente y tendrá en cuenta los siguientes componentes:

a) Infraestructura. Facilitar el desarrollo de una infraestructura que abarque tos procesos de devolución,

recolección y reciclaje de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).Dicha infraestructura se

orientará principalmente a apoyar la creación de empresas de reciclaje que se dediquen a la gestión

integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

b) Normatividad. Desarrolla rinstrumentos jurídicos y legales a través de los cuales se regule todo lo



concerniente a los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) y que sirvan como instrumento

legal para exigir, de cada uno de los actores el cumplimiento de sus responsabilidades y la garantía de sus

derechos;

c) Trámites.  Facilitar  la creación y formalización de empresas de reciclaje de Residuos de Aparatos

Eléctricos  y  Electrónicos  (RAEE)  a  través  de  la  flexibilización  de  los  trámites  para  la  expedición  de  las

licencias  ambientales;

d)  Diagnóstico.  Elaborar  un  diagnóstico  del  comportamiento  del  sector  de  aparatos  eléctricos  y

electrónicos  que  permita  establecer  las  características,  zonificación  y  el  flujo  de  Residuos  de  Aparatos

Eléctricos  y  Electrónicos  (RAEE),  en  el  país;

e) Organización. Establecer los procedimientos y requisitos del sistema, para el desarrollo de una gestión

integral de tos Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

f)  Económico.  Viabilizar  instrumentos  económicos  y  financieros  que  faciliten  la  gestión  de  Residuos  de

Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE). Dichos instrumentos pueden venir del sector público, privado o

internacional y serán consecuentes con la realidad económica, jurídica y social del país.

Además, la gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) deberá convertirse

en una fuente para la generación de riqueza y empleo;

g) Cooperación. Establecer canales de comunicación y cooperación con el sector privado, para que de

manera  conjunta,  establezcan los  parámetros  para  una gestión  integral  de  los  Residuos  Eléctricos  y

Electrónicos (RAEE);

h) Divulgación. Elaborar, a nivel nacional, una estrategia comunicativa con el fin de divulgar qué son los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), los riesgos para la salud humana y cómo hacer una

gestión final adecuada de los mismos;

i) Gestores. Involucrar a los gestores de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), en la

elaboración de estrategias, planes y proyectos para una buena gestión de los mismos;

j) Capacitación. Desarrollar procesos de educación y capacitación que permitan generar un conocimiento

sobre los Residuos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), los riesgos para la salud humana y una buena gestión

final  de  los  mismos.  Dicha  capacitación  se  extenderá  a  productores,  comercializadores  y  usuarios  de

aparatos  eléctricos  y  electrónicos  (RAEE);



k) Investigación, ciencia y tecnología. Fomentar programas y convenios de investigación que ayuden a

optimizar la gestión integral de los Residuos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), y la innovación en ciencia y

tecnologías encaminadas a minimizar la producción de estos desechos.

 

Artículo  9°.  De la  información sobre los  aparatos eléctricos  y  electrónicos.  El  Ministerio  de

Comercio, Industria y Turismo en el marco de sus competencias deberá:

a) Implementar un registro de productores de AEE permanentes o esporádicos,  con el  fin de promover el

control de la adopción de los sistemas de recolección selectiva y gestión ambiental de los residuos de estos

productos.

Parágrafo 1°. El DANE llevará estadísticas de consumo clasificado de aparatos eléctricos y electrónicos que

se comercialicen en el país.

Parágrafo  2°.  La  DIAN  diseñará  e  implementará  estrategias  especiales  para  prevenir  y  controlar  la

introducción o importación al país de Aparatos Eléctricos y Electrónicos de contrabando o de aquellos que

no cumplan con las disposiciones establecidas en la presente ley.

 

Artículo 10. Recursos. Para el desarrollo de la presente ley se considerarán como fuentes de financiación

los recursos provenientes del sector público, privado y de la cooperación internacional.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional podrá incorporar las partidas presupuestales necesarias para dar cabal

cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional yel sector privado podrán buscar los recursos, las fuentes de ingresos y

los mecanismos para promover una gestión integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE).

Artículo  11.  Comité Nacional  de Residuos de Aparatos Eléctricos  y  Electrónicos (RAEE).  El

Gobierno Nacional creará el Comité Nacional de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) como

órgano consultor del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

Artículo 12. Miembros del Comité Nacional de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos.

Harán parte del Comité Nacional:

a) Dos (2) representantes del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible;



b) Un (1) representante del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo;

c) Un (1) representante del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones;

d) Un (1) representante del Ministerio de la Protección Social;

e)  Tres  (3)  representantes  del  sector  productivo,  quienes  tendrán  voz  más  no  voto  en  la  toma de

decisiones;

f) Dos (2)representantes de los gestores de residuos, quienes tendrán voz más no voto en la toma de

decisiones;

g) Dos (2) representantes de entidades nacionales e internacionales, líderes en la gestión de Residuos de

Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE), quienes tendrán voz más no voto en la toma de decisiones.

Parágrafo. La Secretaría Técnica de este Comité estará en cabeza del Ministerio de Ambiente y Desarrollo

Sostenible.

 

Artículo 13. Funciones del Comité Nacional.

a) Fomentar y fortalecer la política para el manejo de Residuos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

b) Asesorar en la formulación de la política en materia de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE);

c)  Hacer  un  seguimiento  y  una  verificación  al  desarrollo  de  las  políticas,  estrategias  y  programas  que

garanticen  una  gestión  integral  de  Residuos  de  Aparatos  Eléctricos  y  Electrónicos  (RAEE);

d) Establecer los mecanismos de concertación con el sector privado;

e) Estudiar fuentes de financiación para desarrollar las políticas, estrategias y programas para una gestión

integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

f) Promover planes y programas intersectoriales que contribuyan a la divulgación de los riesgos para la

salud humana de los desechos electrónicos, así como del manejo de dichos residuos;



g) Impulsar la investigación y la innovación tecnológica en lo relacionado con una mejor gestión integral de

los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

h)  El  Comité  Nacional  establecerá  las  funciones que considere  pertinentes  para  el  desarrollo  de sus

actividades.

 
 

Capítulo IV

Disposiciones generales

Artículo  14.  De  los  remanufacturados.  Todos  los  productores  y  comercializadores  de  aparatos

eléctricos  y  electrónicos  remanufacturados,  deberán  acoger  las  disposiciones  de  la  presente  ley  y

establecer programas de devolución, recolección y disposición final de los RAEE.

Artículo 15.  Difusión y  promoción.  Corresponde al  Ministerio  de  Ambiente,  Vivienda y  Desarrollo

Territorial y a las autoridades ambientales en el ámbito de su jurisdicción, la promoción y difusión de la

política pública para Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).

Artículo  16.  Página  Web .El  Gobierno  Nacional  a  través  del  Ministerio  de  Ambiente  y  Desarrollo

Sostenible con acompañamiento del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

creará una página Web con el fin de:

a) Informar qué son los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE), su clasificación y los daños

que pueden causar a la salud humana o al ambiente;

 
b) Informar acerca de los planes, programas, proyectos y estrategias que se están desarrollando a nivel

nacional para el manejo integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE);

c) Publicar el nombre de los productores y comercializadores que estén realizando la gestión integral de los

Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).

 

Artículo  17.  Evaluación.  El  Ministerio  de  Ambiente,  Vivienda  y  Desarrollo  Territorial  establecerá

indicadores  de gestión por  resultados  que permitan evaluar  y  monitorear  los  diferentes  sistemas de

recolección y gestión que se desarrollen a nivel nacional para una gestión integral de los Residuos de

Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE).

Los indicadores de gestión se establecerán atendiendo las estrategias de cubrimiento, número de puntos de

recolección, número de días de recolección y las políticas de información y prevención adoptadas, así como



las donaciones y el reacondicionamiento de AEE cuando las mismas contribuyan con la realización de

programas  de  beneficio  social  y  público.  En  todo  caso,  la  implementación  de  indicadores  de  gestión,  se

sujetarán de forma coherente y se implementarán conforme al principio de gradualidad.

 
 
Artículo 18. Seguimiento. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las autoridades

ambientales urbanas y regionales,  así  como los demás Ministerios en el  marco de sus competencias,

tendrán  la  responsabilidad  de  hacer  el  seguimiento  al  estricto  cumplimiento  de  las  disposiciones

establecidas en la presente ley.

Parágrafo. Para ejercer la vigilancia y el control pertinente, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo

Territorial, establecerá los parámetros y mecanismos aplicables a las autoridades ambientales competentes

para la efectividad del proceso.

Artículo 19. Prohibición. Se prohíbe la disposición de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos

(RAEE) en rellenos sanitarios. Será competencia del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial

regular la utilización y disposición de RAEE en rellenos de seguridad.

En todo caso, su regulación se ajustará al número de Gestores inscritos.

Artículo 20. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley con base en los criterios

establecidos en la misma.

Artículo 21. Mecanismos de Coordinación. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

coordinará  las  distintas  actividades  para  alcanzar  los  máximos  resultados  en  los  fines  y  propósitos  que

persigue esta ley.

Artículo 22. De la importación de Aparatos Eléctricos y Electrónicos El Ministerio de Ambiente y Desarrollo

Sostenible y el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, con el apoyo de la DIAN, establecerán un

instrumento de control  y  seguimiento  a  la  importación de aparatos  eléctricos  y  electrónicos  usados,

reacondicionados,  reparados,  reconstruidos,  con  fines  de  donación,  etc.  Con  el  fin  de  garantizar  la

aplicación  del  principio  de  Responsabilidad  Extendida  del  Productor  y  asegurar  la  gestión  ambiental

diferenciada de estos equipos, al final de su vida útil, cuando sean descartados por el usuario o consumidor

final.

Artículo 23. Del movimiento transfronterizo de RAEE. El movimiento transfronterizo de residuos de

aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE) se regirá de acuerdo con lo establecido por el Convenio de Basilea

y/o las demás directrices internacionales establecidas para tal efecto cuando resulte procedente.

Artículo 24. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las

disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República
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